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	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	TERCERA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE: 800/2022.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR:**********

	DEMANDADA: POLICÍA VIAL DE LA SECRETARIA DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN CIUDADANA DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ.

	MAGISTRADO: JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: AUSTREBERTO REGIL GONZÁLEZ


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a quince de diciembre de dos mil veintidós.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 800/2022, promovido por la persona moral denominada**********, por conducto de su apoderado legal C.**********, contra actos del Policía Vial Gerardo Cruz Calderón de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí.
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el 29 veintinueve de agosto de 2022 dos mil veintidós, **********, por conducto de su apoderado legal C.**********, contra actos del Policía Vial Gerardo Cruz Calderón de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, y por la emisión de la Boleta de Infracción número BB31296.
En auto del 22 veintidós de septiembre de 2022 dos mil veintidós, se admitió la demanda. La Autoridad Demandada fue debidamente notificada y emplazada.

2.-  Substanciado que fue en cada una de sus etapas, a las 09:30 nueve horas con treinta minutos del 23 veintitrés de noviembre de 2022 dos mil veintidós, se dio inicio a la audiencia final, sin asistencia de las Partes; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales dada su naturaleza y se hizo constar que no había pruebas pendientes de desahogo; después en la etapa de alegatos, se hizo constar que la Autoridad Demandada  presentó su escrito de alegatos por lo que se le tuvo por hechas las manifestaciones ahí contenidas, y se hizo constar que la Parte Actora no formuló alegatos, y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7 fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, por tratarse de una controversia de carácter administrativo, suscitada entre un particular y una autoridad municipal, respecto de la cual, los citados preceptos le confieren competencia.
SEGUNDO.- La personalidad del C.**********, como apoderado de **********, se encuentra plenamente acreditada con la escritura número quince mil trescientos setenta y tres, del tomo centésimo trigésimo segundo, del  protocolo de la Notaría Pública número 25 veinticinco, de la Ciudad de León,  Estado de Guanajuato, que contiene el poder general para pleitos y cobranzas otorgado su favor.
Por su lado, el C. Gerardo Cruz Calderón acreditó su calidad de Policía Vial de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana de San Luis Potosí de San Luis Potosí, en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor, mismo que es visible en la foja 31 treinta y uno del expediente en que se actúa.

A las referidas documentales públicas se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

TERCERO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, en la especie se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 228 fracción IX del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que establece como hipótesis de improcedencia del Juicio Contencioso Administrativo, que los efectos legales o materiales del acto impugnado hayan cesado, o bien, que no puedan surtirse sus efectos por haber dejado de existir el objeto o materia del acto impugnado.
En efecto el artículo 228 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, previene literalmente lo siguiente:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: (…)

IX. Contra actos cuyos efectos legales o materiales hayan cesado o que no puedan surtirse efectos por haber dejado de existir el objeto o materia del mismo; (…)”

El enunciado normativo transcrito, leído en sentido positivo establece que la procedencia del Juicio Contencioso Administrativo está condicionada a que el acto impugnado se encuentre surtiendo efectos legales o materiales; por consiguiente, la ausencia de dichos efectos genera la improcedencia del Juicio Contencioso Administrativo.

En el caso que nos ocupa, la persona moral Actora impugna la boleta de infracción número BB31296, emitida por Gerardo Cruz Calderón Policía Vial de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, en la que se impuso como sanción una multa por la infracción que se hizo consistir en “Circular vehículos pesados en zonas restringidas”, en que se retuvo la placa de circulación del vehículo.

Al respecto se debe abundar, que la persona moral Actora es la propietaria del vehículo, como se explica enseguida; en la boleta de infracción con número de folio BB31296, se hace constar que se levantó la infracción al vehículo con placas de circulación 14AS1N, y la Tarjeta de Circulación que exhibió la Parte Actora que en copia obra a fojas 11 once  del expediente en que se actúa, hace constancia de que el vehículo con placas de circulación 14AS1N, está registrado a nombre de la Parte Actora, ya que ésta documental es la que identifica al vehículo por sus características e individualiza al propietario, de acuerdo a lo que dispone el artículo 6° fracción XXXVII de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí.

Por otra parte, la persona moral Actora acompañó al escrito inicial de demanda el recibo de entero con número de folio AM340157, que ampara el pago de la boleta de infracción BB31296, expedido por la Tesorería Municipal a nombre del C.**********.
A las referidas documentales públicas se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 388 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.
De acuerdo con lo anterior, se encuentra plenamente demostrado que fue el conductor infractor quien resintió la afectación económica derivada de la boleta de infracción impugnada, y no la persona moral Actora, puesto que fue él, quien pago la multa impuesta como sanción, y recuperó la placa de circulación retenida para garantizar el pago de la infracción, con lo cual, además, cesó la afectación resentida por la aquí Actora, como dueña del vehículo y titular de las placas de circulación.
Se debe puntualizar también, que ni el C. **********, quien es el conductor infraccionado, ni el ********** quien realizó el pago de la multa, acudieron a promover Juicio Contencioso Administrativo en contra de la boleta de infracción BB31296, por lo cual es dable, considerar que dicha persona consintió ese acto y la afectación resentida traducida en el pago de la sanción impuesta.
Por consiguiente, es dable al suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria concluir que en el caso que nos ocupa, han cesado los efectos legales y materiales del acto impugnado, puesto que la sanción de multa fue pagada por diversa persona, y consentida por el conductor infractor, lo que trajo como consecuencia la restitución de la placa de circulación retenida, por lo cual, no hay materia de restitución a la Parte Actora, lo que hace improcedente al Juicio Contencioso Administrativo cuyo objetivo es la restitución a la Parte Actora en el goce de sus derechos.
Al respecto, resulta aplicable la Tesis de Jurisprudencia del pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que se transcribe enseguida:
“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SE ACTUALIZA CUANDO EXISTE LA IMPOSIBILIDAD JURÍDICA DE QUE SE PRODUZCAN LOS EFECTOS RESTITUTORIOS DE LA SENTENCIA CONCESORIA QUE, EN SU CASO, SE DICTE.- De acuerdo con lo establecido en el artículo 80 de la Ley de Amparo y en la tesis de jurisprudencia número 174, publicada en la página 297 de la Octava Parte del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de 1975, con el texto siguiente: "SENTENCIAS DE AMPARO.- El efecto jurídico de la sentencia definitiva que se pronuncie en el juicio constitucional, concediendo el amparo, es volver las cosas al estado que tenían antes de la violación de garantías, nulificando el acto reclamado y los subsecuentes que de él se deriven."; y en virtud de que el juicio de garantías debe tener siempre una finalidad práctica y no ser medio para realizar una actividad meramente especulativa, para la procedencia del mismo es menester que la sentencia que en él se dicte, en el supuesto de que sea favorable a la parte quejosa, pueda producir la restitución al agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada, de manera que se restablezcan las cosas al estado que guardaban antes de la violación cuando el acto reclamado sea de carácter positivo, o cuando sea de carácter negativo (o constituya una abstención), se obligue a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir, por su parte, lo que la misma garantía exija.”

Como puede verse en la transcripción, en la Tesis de Jurisprudencia interpreta como requisito de procedencia del Juicio de Amparo, que se puedan producir los efectos restitutorios característicos de la sentencia amparo; dicha interpretación  es aplicable al Juicio Contencioso Administrativo regulado por el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en tanto que al igual que en el Juicio de amparo, en el Juicio Contencioso Administrativo la sentencia definitiva tiene como efecto jurídico nulificar el acto impugnado y los las consecuencias jurídicas que de él deriven, volviendo las cosas al Estado que se encontraban antes de la violación de derechos, además de como actividad jurisdiccional comparte la característica de ser de práctica, y no meramente especulativa, cuyo propósito es restituir al administrado en el goce de sus derechos, por lo que para su procedencia requiere necesariamente que la eventual sentencia favorable pueda producir la restitución de los derechos violados a la Parte Actora.
Así las cosas, en la especie se actualiza la hipótesis de improcedencia del Juicio Contencioso Administrativo, referente a los casos en que los efectos del acto impugnado, en el caso la boleta de infracción BB31296.
Luego entonces, lo conducente, con fundamento en el artículo 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente Juicio Contencioso Administrativo, ya que durante la secuela procesal se actualizó la causal de improcedencia, referente a que cesaron los efectos legales y materiales del acto impugnado.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos, 228 fracción II, 229 fracción II, 248, y 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente Juicio Contencioso Administrativo, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos, motivos expuestos en el Considerativo Tercero de la presente Sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por buzón electrónico a las Autoridades Demandadas.
Así lo resolvió y firma el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola quien actúa con Secretario de Acuerdos licenciado Ismael Méndez Hernández que autoriza y da fe.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”
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